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ESCUELA TECNOLÓGICA INSTITUTO TÉCNICO CENTRAL 

Establecimiento Público de Educación Superior 

 

RESOLUCIÓN NUMERO       202       DE 

 

  (18 de mayo de 2020) 

 

 

“Por la cual se declara la urgencia manifiesta para celebrar la contratación de bienes y 
servicios necesarios para atender la emergencia sanitaria causada por el coronavirus 

COVID19”. 
 
 

EL RECTOR DE LA ESCUELA TECNOLÓGICA INSTITUTO TÉCNICO CENTRAL,  
en ejercicio de sus facultades legales y estatutarias y en especial de las conferidas por el 

literal c del artículo 24 del Acuerdo 05 de 2013 “Estatuto General”, y  
 
 

C O N S I D E R A N D O: 
 

 
Que en el artículo 2 de la Constitución Política de Colombia, se establecen como fines esenciales del 

Estado los siguientes: "servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 

efectividad de los principios: derechos y deberos consagrados en la Constitución; facilitar la 

participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 

administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 

territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la 

República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia. en su vida, 

honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 

deberes sociales del Estado y de tos particulares". 

Que el artículo 209 ibídem, determina que la función administrativa está al servicio de los intereses 

generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 

economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 

desconcentración de funciones. 

Que el artículo 11, numeral 1 de la Ley 80 de 1993, otorga competencia a los representantes legales 

de las entidades del estado, para celebrar contratos a nombre de las instituciones y, por ende, ordenar 

y dirigir todos los trámites necesarios para realizar la selección objetiva del contratista.  

Que la Ley 80 de 1993 consagra los principios de transparencia, economía y responsabilidad, los 

cuales se deben tener en cuenta al momento de adelantar las actuaciones contractuales de las 

entidades estatales, para buscar de esta forma el cumplimiento de sus fines, la continua y eficiente 

prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados.  

Que la Organización Mundial de la Salud - OMS declaró el 11 de marzo de 2020 que el brote del 

nuevo coronavirus COVID-19 es una pandemia, esencialmente por la velocidad en su propagación, 

por lo que instó a los Estados a tomar acciones urgentes y decididas para la identificación, 

confirmación, aislamiento, monitoreo de los posibles casos y el tratamiento de los casos confirmados, 

así como la divulgación de las medidas preventivas, todo lo cual debe redundar en la mitigación del 

contagio.  

Que el Ministerio de Salud y Protección Social expidió la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, 

«Por la cual se declara la emergencia sanitaria por causa del coronavirus COVID19 y se adoptan 
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medidas para hacer frente al virus», en la cual se establecieron disposiciones destinadas a la 

prevención y contención del riesgo epidemiológico asociado al nuevo coronavirus COVID-19.  

Que mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020 se declaró el estado de emergencia 

económica, social y ecológica en todo el territorio nacional por el término de treinta (30) días, con el 

fin de conjurar la grave calamidad pública que afecta al país por causa del nuevo coronavirus COVID-

19. 

Que en la justificación para la declaratoria de emergencia se señaló, entre otros aspectos: "En ese 

orden de ideas, se hace necesario por la urgencia y gravedad de la crisis y por la insuficiencia de los 

mecanismos jurídicos ofrecidos, entre otros, en la Ley 100 de 1993 Por la cual se crea el Sistema de 

Seguridad Social Integral, la Ley 1122 de 2007 -Sistema General de Seguridad Social en Salud, Ley 

1438 de 2011, Ley 80 de 1993, el Decreto 663 de 1993 -Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y 

el Decreto 111 de 1996-Estatuto Orgánico del Presupuesto, recurrir a las facultades del estado de 

emergencia económica, social y ecológica con el fin de dictar decretos con fuerza de ley que permitan 

conjurar la grave crisis generada por el nuevo Coronavirus Covid-19 debido a la propagación y 

mortalidad generado por el mismo, el pánico por la propagación y las medidas de contención 

decretadas por cada Estado para evitar una mayor propagación". 

Que la declaración del estado de emergencia económica, social y ecológica autoriza al presidente de 

la República, con la firma de todos los ministros, para dictar decretos con fuerza de ley destinados 

exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos. 

Que la Contraloría General de la Republica a través de la Circular 06 de 2020, reconoció la grave 

situación que aqueja al país a raíz del COVID-19, los grandes esfuerzos para la contención y las 

dificultades diarias a las que se ven expuestos los representante legales de instituciones públicas, 

por los múltiples retos que ello implica y por lo tanto instó a utilizar los medios legales permitidos para 

superar adecuadamente esta contingencia, e hizo recomendaciones para la celebración de contratos 

bajo la modalidad de contratación directa, bajo la causal de urgencia manifiesta, en los siguientes 

términos: 

 “(…) 

1- Verificar que los hechos y circunstancias que se pretenden atender o resolver con la 
declaratoria de urgencia manifiesta, se adecúen a una de las causales señaladas para el efecto 
en la Ley 80 de 1993 (artículo 42) y se relacionen en forma directa con la declaratoria de 
calamidad pública o mitigación de los efectos de la emergencia sanitaria ocasionada por el Virus 
COVID 19. 

2- Confrontar los hechos, el procedimiento de contratación que se emplearía 
ordinariamente para resolverlos o atenderlos y los tiempos de gestión que implicaría adelantar el 
procedimiento de contratación correspondiente, frente a la inmediatez que exige la satisfacción 
del interés general. 

3- Declarar la urgencia manifiesta mediante el acto administrativo correspondiente, que 
deberá ser suscrito por el ordenador del gasto o el Representante Legal, 

4- Para realizar la contratación derivada, pese a que no se requiere la elaboración de 
estudios previos ni la celebración de un contrato por escrito, resulta aconsejable: 

4.1. Determinar la idoneidad de quien celebra el contrato, más aún cuando los bienes a 
entregar, los servicios a prestar o las obras a realizar impliquen un grado de complejidad, 
responsabilidad social, manejo de información reservada o de seguridad que pueda afectar a la 
comunidad. 

4.2. Atender la normatividad que en materia de permisos, licencias o autorizaciones 
similares exista, constatando que para la ejecución del contrato se cuenten con las medidas de 
seguridad industrial, manejo ambiental y demás aspectos que puedan afectar su exitosa 
finalización, atendiendo las medidas excepcionales dispuestas por el Gobierno Nacional. 

4.3. Verificar que el valor del contrato se encuentre dentro de los precios del mercado para 
el bien, obra o servicio, en el momento de su suscripción. 
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4.4. Designar un supervisor o interventor idóneo para ejercer las labores de seguimiento y 
control de lo pactado, de forma diligente y oportuna. 

4.5. Tener claridad y preferiblemente, dejar constancia de las condiciones del contrato en la 
Declaratoria de Urgencia Manifiesta, especialmente de aquellas que resulten sustanciales: 
objeto, plazo, valor, obligaciones, habilidad del contratista, forma de pago, indemnidad y amparo 
presupuestal, entre otras. 

4.6. Efectuar los trámites presupuestales de ley para garantizar el pago posterior de lo 
pactado.  

5- Elaborar un informe sobre la actuación surtida, que evidencie todas las circunstancias, 
conceptos o análisis que fundamentaron la declaratoria de la urgencia”. 

Que, mediante comunicado del 17 de marzo de 2020, el director de la Agencia Nacional de 

Contratación Pública, Colombia Compra Eficiente, en atención a la pandemia generada por el COVID-

19, informó a las Entidades Estatales, que, en situación de urgencia manifiesta, pueden contratar 

directamente. 

Que el Gobierno Nacional expidió el Decreto 440 del 20 de marzo de 2020, “Por el cual se adoptan 

medidas de urgencia en materia de contratación estatal, con ocasión del Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica derivada de la Pandemia COVID-19”.  

Que el artículo séptimo del referido Decreto, dispuso:  

“Contratación de urgencia. Con ocasión de la declaratoria de estado de emergencia 

económica, social y ecológica, y en los términos del artículo 42 de la Ley 80 de 1993, se 

entiende comprobado el hecho que da lugar a declarar la urgencia manifiesta por parte 

de las entidades estatales, para la contratación directa del suministro de bienes, la 

prestación de servicios o la ejecución de obras en el inmediato futuro, con el objetivo 

de prevenir, contener y mitigar los efectos de la Pandemia del coronavirus COVID-19, 

así como para realizar las labores necesarias para optimizar el flujo de los recursos al interior 

del sistema de salud .  

Las actuaciones contractuales adelantadas con fundamento en la urgencia manifiesta se 

regirán por la normatividad vigente. Con el mismo propósito, las entidades excluidas de la Ley 

80 de 1993 podrán contratar de manera directa esta clase de bienes y servicios” Negrilla y 

resaltado fuera de texto  

Que teniendo en cuenta la declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, el 

Gobierno Nacional expidió el Decreto 537 de 12 de abril de 2020, en el cual se adoptan medidas en 

materia de contratación estatal, entre las que se destaca la realización de audiencias públicas a través 

de medios electrónicos, la suspensión de los procedimientos de selección de contratistas y la 

revocatoria de los actos de apertura y los requisitos para realizar contrataciones urgentes.  

Que el artículo 3º de la ley 80 de 1993, prescribe que, a través de la contratación estatal las entidades 

deben buscar “el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios 

públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en 

la consecución de dichos fines”.  

Que de conformidad con el artículo 24 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 2 de la Ley 

1150 del 2007, las entidades estatales deben seleccionar a sus contratistas como regla general a 

través de la modalidad de selección de Licitación Pública, no obstante la norma consagra otras 

modalidades de selección, tales como la Selección Abreviada, el Concurso de Méritos, la Mínima 

Cuantía y la Contratación Directa, las cuales deben ser aplicadas de acuerdo a las particularidades 

de cada caso, atendiendo el objeto y la cuantía. 

Que dentro de las modalidades de contratación la más expedita es la contratación directa que está 

sometida al principio de planeación lo que impone la realización de los estudios previos que aseguran 

que no se le emplee como una modalidad improvisada e irreflexiva. 
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Que, de conformidad con lo estipulado por el literal a) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150, una 
de las causales de procedencia de la contratación directa es la urgencia manifiesta. 

Que la Urgencia Manifiesta es un estatuto excepcional previsto por la Ley 80, concebido precisamente 
para aquellos casos que exigen una satisfacción inmediata de las necesidades funcionales de la 
Administración. La disposición legal prescribe: 

"Artículo 42. De la Urgencia Manifiesta Existe urgencia manifiesta cuando la continuidad del 
servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la ejecución de obras 
en el inmediato futuro; cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de 
excepción; cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos 

de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones 
inmediatas y, en general, cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a 
los procedimientos de selección o concursos públicos. La urgencia manifiesta se declarará 
mediante acto administrativo motivado.  

Parágrafo. Con el fin de atender las necesidades y los gastos propios de la urgencia 
manifiesta, se podrán hacer los traslados presupuestales internos que se requieran dentro 
del presupuesto del organismo o entidad estatal correspondiente". 

Que, respecto del concepto de la Urgencia Manifiesta, la Corte Constitucional, en sentencia C-722 de 
1998, consideró: "es una situación que se puede decretar directamente por cualquier autoridad 
administrativa sin autorización previa, a través de acto debidamente motivado. Que ella existe o se 
configura cuando se acredite la existencia de uno de los siguientes presupuestos: - Cuando la 
continuidad del servicio exija el suministro de bienes, o la prestación de servicios o la ejecución de 
obras en el inmediato futuro. - Cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de 
excepción. - Cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de 
calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones inmediatas y, en 
general cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los procedimientos de 
selección o concursos públicos”. 

Que el Consejo de Estado, mediante providencia del 27 de abril de 2006, expediente 14275 Consejero 

Ponente Ramiro Becerra Saavedra, manifestó que: "Se observa entonces cómo la normatividad que 

regula el tema de la urgencia en la contratación estatal, se refiere a aquellos eventos en los cuales 

pueden suscitarse hechos que reclamen una actuación inmediata de la Administración, con el fin de 

remediar o evitar males presentes o futuros pero inminentes, provocados bien sea en virtud de los 

estados de excepción, o por la paralización de los servicios públicos, o provenientes de situaciones de 

calamidad o hechos constitutivos de fuerza mayor o desastres, o cualquier otra circunstancia similar 

que tampoco dé espera en su solución, de tal manera que resulte inconveniente el trámite del proceso 

licitatorio de selección de contratistas reglado en el estatuto contractual. por cuanto implica el 

agotamiento de una serie de etapas que se toman su tiempo hacen más o menos largo el lapso para 

adjudicar el respectivo contrato. circunstancia que. frente a una situación de urgencia obviamente 

resulta entorpecedora. porque la solución en estas condiciones. puede llegar tardíamente. cuando ya 

se haya producido o agravado el daño. En estas estipulaciones, se hace evidente el principio de la 

prevalencia del interés general, en este caso, por encima de las formalidades de las actuaciones 

administrativas, puesto que si aquel se halla afectado o en peligro de sedo, el régimen jurídico debe 

ceder y permitir que las soluciones se den en la mayor brevedad posible, así ello implique la 

celebración de contratos sin el cumplimiento de los requisitos legales de selección del contratista y 

aún, fa ejecución de los mismos, sin que medie la formalidad del contrato escrito, si la gravedad de las 

circunstancias así lo exige" (Subrayado fuera de texto). 

Que en sentencia más reciente de la misma Corporación proferida el 16 de julio de 2015 se señaló 

sobre la Urgencia Manifiesta que: 

“De las normas en referencia resulta viable concluir que la urgencia manifiesta tiene cabida 
cuando:  

- Se requiere la prestación ininterrumpida de un servicio, el suministro de bienes o la 
ejecución de obras. 

- Se presentan situaciones relacionadas con estados de excepción. 



 

RESOLUCIÓN NUMERO        202        DE    18 de mayo de 2020     HOJA No. 5  

  

CLASIF. DE CONFIDENCIALIDAD IPC CLASIF. DE INTEGRALIDAD A CLASIF. DE DISPONIBILIDAD 1 

 

- Se presentan hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre.  
- Se presentan situaciones similares a las anteriores. 

 
Su procedencia se justifica en la necesidad inmediata de continuar prestando el servicio, 
suministrando el bien o ejecutando la obra o conjurar las situaciones excepcionales que 
afectan al conglomerado social. lo que impide acudir al procedimiento de selección de 
licitación pública en tanto este medio de escogencia de contratista supone la disposición de 
un período más prolongado de tiempo que eventualmente pondría en riesgo el interés público 
que se pretende proteger con la declaratoria de urgencia manifiesta y la consecuencial 
celebración del correspondiente contrato 

Así pues, la figura de la urgencia manifiesta se sustenta en, al menos, tres principios. 

Por un lado, el principio de necesidad que consiste en que debe existir una situación real que 
amenace el interés público ya sea por un hecho consumado. presente o futuro y que hace 
necesaria la adopción de medidas inmediatas y eficaces para enfrentada. 

El principio de economía en virtud del cual se exige que la suscripción del negocio jurídico 
dirigido a mitigar la amenaza o el peligro en que se encuentra el bien colectivo, se realice por 
la vía expedita de la contratación directa, pretermitiendo la regla general de la licitación 
pública para garantizar la inmediatez y/o la continuidad de la intervención del Estado. 

El principio de legalidad que supone que la declaratoria de la urgencia manifiesta solo procede 
por las situaciones contenidas expresamente en la noma, sin que puedan exponerse razones 
distintas para soportada. " (Subrayado fuera de texto). 

Que en efecto, la presencia en Colombia del COVID-19 declarado como pandemia por la OMS y que 
dio lugar a que se declarara la EMERGENCIA SANITARIA en el país, representa una situación fáctica 
que amenaza de forma inminente la salud pública y hace necesaria la adopción de todas las medidas 
inmediatas y eficaces para la contención y mitigación del virus correspondiéndole a la ESCUELA 
TECNOLÓGICA INSTITUTO TÉCNICO CENTRAL – ETITC, atender las necesidades que la situación 
imprevisible e irresistible le plantea para la prestación de sus servicios.  

Que, la situación de amenaza actual a casusa del COIVD-19 es cierta, evidente e innegable y configura 
causal de Urgencia Manifiesta, conforme a la ley y los lineamientos jurisprudenciales antes 
consignados. 

Que de contratarse insumos, bienes y servicios por los procedimientos de selección objetiva alargarían 
los tiempos de respuesta que requieren inmediatez y prontitud para contener, mitigar y conjurar la 
amenaza que se cierne sobre la comunidad académica y administrativa, tornando en ineficaz la 
respuesta tardía y comprometiendo la responsabilidad que tiene la ETITC frente a la salud en general 
y la protección de quienes conforman la comunidad. 

Que la Urgencia Manifiesta es el mecanismo legal e idóneo para adelantar las contrataciones que se 
requieren para contener y mitigar los riesgos asociados al virus COVID-19, toda vez que las 
modalidades de selección previstas en el Estatuto orientadas a la selección objetiva, demandan 
mayores tiempos y hacen más largo el procedimiento de suscripción de los respectivos contratos, 
mientras que la atención de las fases de contención y mitigación de la pandemia exigen una respuesta 
ágil e inmediata por parte de la ETITC, en la prestación presencial de sus servicios académicos y 
administrativos. 
 
Que, en desarrollo del proceso de contratación directa, la ESCUELA TECNOLÓGICA INSTITUTO 
TÉCNICO CENTRAL debe garantizar los principios que rigen la contratación estatal, consagrados en 
los artículos 24, 25 y 26 de la Ley 80 de 1993, referentes a los principios de transparencia, economía 
y responsabilidad. 

 
Que, en consecuencia, es necesario e impostergable declarar la Urgencia Manifiesta advirtiendo y 

haciendo extensible a los operadores contractuales, así como a los servidores públicos demandantes 

de bienes, servicios y obras de las distintas dependencias, que deben respetar el principio de 

planeación y realizar estudios previos juiciosos que precisen la necesidad y la urgencia de atenderla 

mediante contratación directa, observando con estricto celo las precedentes recomendaciones 

consignadas por los entes de control en la circular mencionada. 
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Que se les recuerda a los ofertantes que tienen responsabilidad social, que son colaboradores de la 
Administración, que sus obligaciones están garantizadas y que cualquier incumplimiento les generará 
la responsabilidad prevista por la ley. Las circunstancias les exigen e impone comportamientos 
solidarios que les impide aprovecharse egoístamente de las circunstancias. Por lo cual la ETITC les 
formula reconvención cordial a que conserven y mantengan la racionalidad que les es propia y no se 
aprovechen del momento para exceder sus beneficios. 

Que dada la magnitud de la emergencia sanitaria por la pandemia COVID-19 y la ausencia de 
situaciones precedentes que pudieran orientar el comportamiento del virus, las dimensiones de su 
impacto y la forma de atacarlo, no se puede a priori dimensionar las necesidades que han de ser 
atendidas, los insumos indispensables para enfrentarla, el recurso humano indispensable para 
atenderla, razón por la cual resulta imposible un ejercicio de previsión detallada que precisen a la 
entidad de compras de bienes y servicios que han de efectuarse. 

Que la conexidad entre la actividad contractual, los objetos de los contratos que al amparo de la 
urgencia manifiesta se celebren, los valores que se comprometan, su pertinencia para conjurar los 
efectos sociales negativos para la salud ocasionados por la pandemia y la situación de emergencia 
sanitaria a la que la ETITC se enfrenta, ha de quedar expresamente consagrados en los estudios 
previos para evitar cualquier abuso de la situación. 

 
Que, en mérito de lo anterior, 

 
 

R E S U E L V E: 
 
 

ARTÍCULO PRIMERO: Declarar la URGENCIA MANIFIESTA en la ESCUELA TECNOLÓGICA 

INSTITUTO TÉCNICO CENTRAL para prevenir, conjurar y mitigar la situación de emergencia descrita 

en la parte motiva en este acto administrativo y sus efectos y con la finalidad de atender tas fases de 

contención y mitigación de del COVID-19 declarado como PANDEMIA por l  OMS. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Para la adquisición de bienes, obras y servicios en el marco de la URGENCIA 
MANIFIESTA cada área solicitante debe justificar en los estudios previos la necesidad, la inmediatez 
de la contratación, su conexidad y relación directa con las fases de contención y mitigación de la 
pandemia del COVID19 declarada por la OMS, así como la contribución del bien, obra y servicio al 
enfrentamiento de la emergencia. 

PARAGRAFO: Los procesos de contratación que durante el lapso por el que se prolongue la situación 
que ha dado lugar a la declaratoria de URGENCIA MANIFESTA, que puedan adelantarse dentro de 
los parámetros normales de contratación, deberán ceñirse a las reglas del Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública y demás disposiciones legales y reglamentarias que lo 
complementan, siempre que la planeación contractual indique que la atención de la necesidad 
requerida en el marco de las funciones de la ESCUELA TECNOLÓGICA INSTITUTO TÉCNICO 
CENTRAL pueden cumplirse dentro de los términos previstos por la ley, sin poner en riesgo la oportuna 
ejecución de las medidas necesarias a adoptar en el marco de las fases de contención y mitigación 
del virus. 

ARTÍCULO TERCERO: Ordenar a la Vicerrectoría Administrativa y Financiera, a las áreas solicitantes, 
a los funcionarios que intervengan en la planeación contractual que observen con estricta atención y 
cuidado la Circular 06 de marzo de 2020 de la Contraloría General de la República, conforme a lo 
expresado en la parte motiva de esta resolución. 

ARTÍCULO CUARTO: Ordenar realizar los trámites presupuestales requeridos, para ser presentados 
ante el Consejo Directivo, con la mayor oportunidad y cumpliendo con todos los requisitos exigidos por 
el Ministerio de Hacienda, para disponer los recursos necesarios para la adquisición de bienes, obras 
o servicios necesarios para conjurar la situación de emergencia sanitaria. 

ARTÍCULO QUINTO: Ordenar a la Vicerrectoría Administrativa y Financiera, que remita a la 
Contraloría General de la República, que remita, dentro de la oportunidad establecida por esta y a 
través de su plataforma, copia del presente acto administrativo y demás anexos de conformidad con 
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lo dispuesto en la Circular 06 de 2020, expedido por este órgano de control fiscal y a lo dispuesto en 
el artículo 43 de la Ley 80 de 1993. 

ARTÍCULO SEXTO: Ordenar a la Vicerrectoría Administrativa y Financiera, que organice los 
expedientes contractuales, con copia de este acto administrativo, de los contratos derivados de la 
presente Urgencia Manifiesta, y demás antecedentes técnicos y administrativos, los cuales deberán 
ser remitidos oportunamente a la Contraloría General de la República, para el ejercicio del control fiscal 
pertinente, de conformidad con el artículo 43 de la Ley 80 de 1993. 

ARTÍCULO SÉPTIMO: La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

 
 

COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

Dada en Bogotá, D.C., el 18 de mayo de 2020      
 
 
EL RECTOR, 

                                                               
HNO. ARIOSTO ARDILA SILVA 

Rector 
 

 
 
Revisó:  Jorge Herrera, Asesor Rectoría. 
  Edgar Mauricio López Lizarazo, Secretario General. 

Ariel Tovar Gómez. Vicerrector Administrativo y Financiero. 
  Diana Rocio Guerrero, Profesional de Contratación (E). 
Proyectó:  Viviana Paola Pulido Suárez, Profesional de Gestión Jurídica. 
 

                 
 

 


